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I. ANTECEDENTES

1. El 8 de abril de 2003 Margarita Cecilia Barbería Miranda (en adelante, “la peticionaria”
), ciudadana cubana, casada con Jaime Fernando Rovira Soto, ciudadano chileno, y con residencia definitiva en Santiago, Chile, presentó una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) contra la República de Chile (en adelante, “el Estado”).  En la petición se alega la violación del derecho a la igual protección ante la ley consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”), en relación con las obligaciones de garantía y respeto dispuestas en el artículo 1(1) y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno prevista en el artículo 2 de dicho tratado.  Asimismo, la peticionaria alega la violación de los artículos 2, 3 y 6 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (“Protocolo de San Salvador”).
2. La peticionaria alega la violación del derecho a la igualdad ante la ley, el derecho a la igual protección ante la ley sin discriminación, el derecho al trabajo y a emprender libremente iniciativas económicas.  La señora Barbería contrajo matrimonio con el señor Rovira Soto en 1985, en La Habana, Cuba.  Cuando regresaron a Chile, la señora estudió derecho en la Universidad Nacional Andrés Bello, en Santiago de Chile, y fue calificada en todos los aspectos para ejercer la profesión letrada en Chile, excepto por ser de nacionalidad cubana.  El artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales dispone que sólo se admite a los ciudadanos chilenos la práctica del derecho, “sin perjuicio de lo que dispongan los tratados internacionales vigentes”.  El Estado respondió que la señora Barbería no había agotado una de las vías de la legislación chilena, “el recurso de reposición con respecto a la acción de protección emprendida con fecha 25 de mayo de 2001”, y que podría haber pedido la nacionalidad chilena.  El Estado argumenta que la señora Barbería, habiendo estudiado derecho en Chile, no puede argumentar desconocimiento de la ley en lo que respecta al requisito de la nacionalidad chilena para ejercer la profesión letrada ya que señala el principio que nadie puede alegar ignorancia de la ley una vez que esta ha entrado en vigencia
. El Estado pide que la Comisión declare inadmisible la petición o que, en su defecto, la rechace de plano por no establecer una reivindicación que implique responsabilidad del Estado chileno.
3. En el Informe No. 59/04, la Comisión decidió admitir la petición y continuar con el análisis de los méritos del caso.  Como consta en el presente informe, tras examinar la información y los argumentos sobre los méritos de la petición, la Comisión llegó a la conclusión que el Estado es responsable de la violación del derecho a la igualdad ante la Ley (artículo 24) consagrado en la Convención Americana en perjuicio de la señora Margarita Barbería, así como por el incumplimiento de la obligación de respetar los derechos (artículo 1(1)) y del deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2).

II. TRÁMITE POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD 
4. En su Informe No. 59/04 de 13 de octubre de 2004, la Comisión declaró admisible la petición respecto de los artículos 1, 2 y 24 de la Convención Americana y que continuaría con el análisis de los méritos de las denuncias, así mismo  manifestó su interés en saber 1) el número de personas, de haberlas, que fueron autorizadas a ejercer la abogacía sin tener que adquirir la nacionalidad chilena en virtud de la Ley N( 19.074 2) cuántos extranjeros, de haberlos, siguen ejerciendo la abogacía en Chile y cómo se concilia su excepción con el artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales. 
5. El informe de admisibilidad fue remitido al Estado y a la peticionaria el 2 de noviembre de 2004.  La Comisión se puso a disposición de las partes con el fin de alcanzar una solución amistosa del caso conforme a los principios consagrados en la Convención Americana. Al mismo tiempo, se otorgó a los peticionarios dos meses de plazo para que presentaran sus observaciones adicionales sobre el fondo.  La peticionaria respondió con fecha 21 de marzo 2005, y su comunicación se transmitió al Estado con fecha 5 de junio de 2005.  Posteriormente, la Comisión Interamericana pidió al Estado que presentara sus observaciones adicionales sobre el fondo dentro de un plazo de 2 meses.  
6. El 23 de diciembre de 2005, el Estado comunicó que reafirmaba en sus alegatos contenidos en la comunicación de 7 de noviembre de 2003, en lo relativo a  que la petición no cumple con el requisito de agotamiento previo de los recursos internos.  Las partes pertinentes de la información aportada por el Estado fueron transmitidas por la Comisión a la peticionaria el 21 de marzo de 2006, otorgándole el plazo de un mes para presentar observaciones.

7. El 19 de abril de 2006, la peticionaria presentó sus observaciones a la respuesta del Estado, cuyas partes pertinentes fueron transmitidas por la Comisión al Estado el 4 de mayo de 2006, otorgándole el plazo de un mes para presentar sus observaciones. A la fecha del presente informe, el Estado no presentó sus observaciones.  
III. POSICIONES DE LAS PARTES SOBRE EL FONDO
A. Posición de la peticionaria
8. Margarita Barbería Miranda, de nacionalidad cubana, llegó a Chile en diciembre de 1989, como resultado de la mediación del Alto Comisionado de las Naciones Unidas.  En Chile se reencontró con su cónyuge, de nacionalidad chilena, que regresó al país tras haberse exiliado por razones políticas durante el gobierno militar del General Pinochet.  La peticionaria tiene residencia permanente en Chile desde 1990 y vive con su marido y tres hijos menores, que también son chilenos.  Para poder atender mejor las necesidades de su familia, en especial de sus tres hijos, la peticionaria ingresó a la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Andrés Bello.  En 1996 concluyó sus estudios y “rindió exitosamente su examen de Licenciatura en Ciencias Jurídicas”, habiendo cumplido el requisito de un semestre de “Práctica Profesional en la Corporación de Asistencia Judicial, Región Metropolitana, Chile, en el Centro de Detención Preventiva, D.D.P. San Miguel”, Santiago de Chile.
9. Cuando la peticionaria presentó sus calificaciones al Departamento de Títulos de la Corte Suprema de Justicia de Chile para prestar juramento como abogada, el plenario de la Corte Suprema, por dictamen fiscal Nº 194 del 7 de mayo de 2001, pronunciado por el Fiscal Subrogante de la Corte Suprema, Sr. Carlos Meneses Pizarro, y por resolución de la Corte del 10 de mayo de 2001, no le permitió prestar juramento porque el artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales dispone que “sólo los chilenos podrán ejercer la profesión de abogado, sin perjuicio de los tratados internacionales vigentes”.
10. La peticionaria afirma que ha agotado todos los recursos disponibles en Chile, sin resultado, dado que la Constitución y la legislación nacionales disponen expresamente que sólo los ciudadanos chilenos pueden ejercer el derecho en Chile, y ella es ciudadana cubana
. De la misma manera, descalifica el alegato del Estado de que la vía de nacionalizarse faltó para agotar efectivamente los recursos internos. La peticionaria alega que esa vía es administrativa y no jurisdiccional por lo que no es pertinente.
11. La peticionaria alega que la legislación y los actos del Estado chileno, que prohíben a la señora Barbería ejercer la abogacía, violan sus derechos a la igualdad ante la ley y la protección contra discriminación arbitraria, porque la nacionalidad no es razón suficiente para discriminar contra una persona, en lo que se relaciona con su derecho a ganarse la vida y con su derecho de emprender iniciativas económicas.  Fundamenta su argumento en el derecho a la igualdad ante la ley, establecido en el artículo 24 de la Convención Americana, y el derecho al trabajo, dispuesto en el artículo 6 del Protocolo de San Salvador.
12. Respecto de los derechos que reconoce el Protocolo de San Salvador, la peticionaria hace referencia a su artículo 1, que establece la obligación de los Estados partes de adoptar medidas tanto de orden interno como de cooperación internacional, a fin de lograr progresivamente la plena efectividad de tales derechos.  Además, la peticionaria invoca el artículo 3 del Protocolo, que estatuye que los Estados partes se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que enuncia, sin discriminación alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
13. La peticionaria invoca también los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana, y alega el incumplimiento de las obligaciones que imponen a los Estados partes de respetar los derechos y garantías reconocidas en ella, de garantizar su libre y pleno ejercicio y de adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.
14. Por tanto la peticionaria solicita a la Comisión Interamericana “recomendar al Estado de Chile, en ejercicio de las facultades que le confiere la CIDH, solucionar el caso planteado, sea por vía legislativa, administrativa, judicial o cualquier otra, otorgándole un plazo no superior a tres meses, y en caso de negativa, tener a bien en presentar este caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos”.
B. Posición del Estado
15. El Estado señala que el orden jurídico chileno le permite solicitar a la correspondiente autoridad administrativa el otorgamiento de la nacionalidad chilena.  Sostiene que antes de presentarse ante la Comisión Interamericana, la peticionaria no agotó uno de los recursos de que dispone en la legislación nacional, generalmente aceptado por los principios del derecho internacional: la solicitud de otorgamiento de la ciudadanía chilena a la autoridad administrativa, en este caso, la Jefatura del Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior.
16. En cuanto a los alegatos sobre el derecho al trabajo y a la libre iniciativa económica, el Estado responde que ninguno de ellos está garantizado por la Convención Americana.  Además, las supuestas violaciones de derechos consagrados en el Protocolo de San Salvador no pueden atribuirse a responsabilidad del Estado, dado que dicho tratado no fue ratificado por Chile.  La única referencia a derechos económicos, sociales y culturales incluida en la Convención Americana, concluye el Estado, es el artículo 26 y los derechos mencionados en esa disposición se vinculan al derecho al desarrollo y no comprenden los alegatos formulados.
17. En cuanto a la alegada violación del derecho a la igualdad ante la ley, establecido en el artículo 24 de la Convención Americana, el Estado sostiene que los artículos 523 y 526 del Código Orgánico de Tribunales, que disponen que sólo los chilenos pueden ejercer la abogacía en Chile, derivan del artículo 19 Nº 16 de la Constitución Política de Chile, que garantiza el derecho a la libertad de trabajo.  Esta disposición constitucional prohíbe la discriminación que no se base en la capacidad o adaptabilidad personales del individuo, sin perjuicio de que la ley pueda requerir la nacionalidad chilena o límites de edad en ciertos casos.
18. Además, el Estado alega que “nadie puede alegar desconocimiento de la ley una vez que la ley ha entrado en vigor” y que la peticionaria, como estudiante de la legislación chilena, debería tener conocimiento de la ley que limita el ejercicio de la profesión letrada a ciudadanos chilenos.  Por último, el Estado argumenta la responsabilidad de la Facultad de Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez que permitió que la señora Barbería Miranda se registrara en los cursos sabiendo bien que era extranjera y que no se le permitiría practicar la abogacía en Chile, a menos que cambiara su nacionalidad.  Cabe señalar que la peticionaria estudió su carrera en la Universidad Nacional Andrés Bello, no en la Universidad Adolfo Ibáñez
. 
19. En su comunicación de 21 de diciembre de 2005, el Estado reafirma sus alegatos contenidos  en la comunicación de 7 de noviembre de 2003, en cuanto a que la petición no cumple con el requisito de agotamiento previo de los recursos internos.  Asimismo, señala que la Corte Suprema de Justicia informó que al 22 de abril de 2005 eran 715 los extranjeros que tenían vigentes autorizaciones para ejercer la profesión de abogado, por haber convalidado estudios o haber sido habilitados para el ejercicio de la profesión por medio de tratados entre su país de origen y Chile.
20. En cuanto a la violación al derecho a la libertad de trabajo y la libre iniciativa económica, el Estado señala en la comunicación del 7 de noviembre 2003 “si la Convención Americana permite la limitación o restricción en el ejercicio de ciertos derechos, con igual sentido y razón, nuestro ordenamiento jurídico también, con la misma lógica restringe el de algunos, entre ellos el derecho a la libertad de trabajo y la libre iniciativa económica de los particulares”.
IV. HECHOS
21. El Estado no ha cuestionado los hechos alegados por la peticionaria, en particular la cuestión central: que su condición de extranjera le ha impedido ejercer la profesión de abogada en Chile.  La posición del Estado se limita a cuestionar la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de la peticionaria, cuestión que ya fue resuelta por la CIDH en la etapa procesal oportuna: en el Informe No. 59/04 se declaró que el caso era admisible y que se habían agotado los recursos internos conforme a los requisitos establecidos en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana. Ante la falta de controversia sobre los alegatos fácticos de este caso, se hará un breve resumen sobre los hechos que la Comisión Interamericana tiene como ciertos.
22. Margarita Barbería Miranda, de nacionalidad cubana, contrajo matrimonio el 29 de enero de 1985 con el ciudadano chileno Jaime Fernando Rovira
. La señora Barbería llegó a Chile, en diciembre de 1989, mediante la intermediación del Alto Comisionado de las Naciones Unidas y se reunió con su cónyuge, que regresó a Chile tras haberse exiliado por razones políticas durante el gobierno militar de Augusto Pinochet. La señora Barbería obtuvo en 1990 la residencia definitiva en Chile, vive con su marido y tres hijos: Camilo, Sebastián y Elías. Para poder atender mejor las necesidades de su familia, en especial de sus tres hijos, la peticionaria ingresó a la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Andrés Bello en Santiago de Chile, y en 1996 concluyó sus estudios
.  En el año 2000 cumplió con el requisito de realizar un semestre de práctica forense en la Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana, en el Centro de Detención Preventiva San Miguel, Santiago de Chile
.  El 13 de marzo de 2001, la universidad le confirió el grado de licenciada en ciencias jurídicas
.
23. La señora Barbería Miranda presentó sus antecedentes al Departamento de Títulos de la Corte Suprema de Justicia de Chile, para prestar juramento como abogada.  Sin embargo, no se le permitió prestar juramento, atendiendo a lo informado en el dictamen pronunciado por el Fiscal Subrogante de la Corte Suprema, porque el artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales dispone que “sólo los chilenos podrán ejercer la profesión de abogado, sin perjuicio de lo que dispongan los tratados internacionales vigentes”
.  La CIDH aclara que el Estado no se está refiriendo a tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile, sino a tratados sobre doble nacionalidad y a las convenciones sobre ejercicio de profesiones liberales.   
24. Con fecha 25 de mayo de 2001 la señora Barbería Miranda inició una acción de protección constitucional ante la Corte de Apelaciones, con la que intentó impugnar la resolución de la Corte Suprema.  Los fundamentos planteados fueron la violación de su derecho a la igualdad ante la ley, el derecho a no ser discriminada arbitrariamente y el derecho al trabajo, garantizados por la Constitución chilena.  La acción fue declarada inadmisible, porque lo solicitado “no se concilia[ba] con los fines propios de la acción emprendida, puesto que se pretend[[ía] emplear esta acción constitucional como una instancia revisora de lo decidido por el Pleno de la Corte Suprema en el ejercicio de sus facultades”
.

25. El 27 de marzo de 2002 interpuso un recurso extraordinario de reposición, a cuyo efecto invocó nuevos antecedentes y de conformidad con el artículo 181 del Código Civil.  En esta acción, la peticionaria también presentó a la Corte Suprema un recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, previsto en el artículo 80 de la Constitución chilena.  Esta acción procuraba impedir la aplicación de los artículos 526 y 521 del Código Orgánico de Tribunales, debido a su inconstitucionalidad, al expediente administrativo.  Sin embargo, fue declarada inadmisible por el plenario de la Corte Suprema, porque “no existe actualmente gestión pendiente en que deba tener efectos una eventual inaplicabilidad”
.
26. El 24 de septiembre de 2002, presentó un recurso de amparo económico y reposición ante la Corte de Apelaciones.  El recurso fue declarado inadmisible por la Corte, al considerar esta que “el asunto propuesto en el recurso, atendida su naturaleza, no es propio de una acción cautelar de amparo económico, toda vez que, por esta vía se impugna una resolución emanada de la Excma. Corte Suprema en el ejercicio de facultades privativas, conferidas por la Constitución Política de la República y el Código Orgánico de Tribunales, por lo que no puede ser admitido a tramitación”
.
V. CONSIDERACIONES SOBRE EL FONDO
27. La Comisión pasa a analizar si en el presente caso el Estado de Chile ha vulnerado los derechos garantizados en los artículos 1(1), 2 y 24 de la Convención Americana.
A. 
Derecho a la igualdad ante la ley y prohibición de discriminación (Artículos 24 y 1(1) de la Convención Americana)
28. El artículo 24 de la Convención Americana establece que “todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”.  Por su parte, el artículo 1(1) de la Convención Americana establece la obligación que asumen los Estados de “respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.  

29. El derecho de igualdad ante la ley y la obligación de no discriminar contra persona alguna constituyen el fundamento básico del sistema interamericano de derechos humanos.  La Declaración Americana establece en su preámbulo que “todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros”.  El mismo instrumento establece en su artículo II que “todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”.  Asimismo, el artículo 3º de la Carta de la OEA incluye entre los principios reafirmados por los Estados americanos la proclamación de “los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo”.

30. La Corte Interamericana ha establecido que “el principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la ley y no discriminación, pertenece al jus cogens, puesto que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y es un principio fundamental que permea todo ordenamiento jurídico” 
.  El tribunal agregó lo siguiente:
Hoy día no se admite ningún acto jurídico que entre en conflicto con dicho principio fundamental, no se admiten tratos discriminatorios en perjuicio de ninguna persona, por motivos de género, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición.  Este principio (igualdad y no discriminación) forma parte del derecho internacional general.  En la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens”
.
31. La discriminación se define internacionalmente como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o cualquier otra esfera de la vida pública”
. 

32. La peticionaria sostiene en sus observaciones que “el principio de igualdad envuelve no solo la igualdad ante la ley, sino también la igualdad en la ley, la igualdad jurídica, la igualdad en los derechos, la igualdad de oportunidades y la igualdad de facto”.
  El artículo 19 inciso 2 de la Constitución Política establece que “en Chile no hay persona ni grupos privilegiados. (…) ni la ley ni autoridad alguna podrá establecer diferencias arbitrarias”. La peticionaria fue rechazada de tomar juramento como abogada por ser de nacionalidad cubana luego de haber concluido exitosamente su carrera de leyes; sin embargo, la información suministrada por el propio Estado revela que en Chile había 715 extranjeros ejerciendo dicha profesión.
33. El derecho internacional de los derechos humanos prohíbe tanto la discriminación directa como indirecta, como los efectos discriminatorios. El artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales tiene efectos discriminatorios ya que no permite el ejercicio de la abogacía a extranjeros, salvo que su país tenga un convenio con Chile o que la persona tenga doble nacionalidad y que una de ellas sea chilena. 
34. En ejercicio de la facultad prevista en el artículo 64 de la Convención Americana, la Corte adoptó su Opinión Consultiva OC-4/84 en la que estableció el alcance de la cláusula de no discriminación contenida en el artículo 1(1) de la Convención Americana.  La Corte explicó que “la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier manera lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad”.
 

35.  Sin embargo, la Corte precisó que no todo tratamiento jurídico diferente constituye necesariamente discriminación, ya que hay ciertas desigualdades de hecho que pueden convertirse en desigualdades de trato jurídico.
  Esta cuestión fue retomada casi 20 años después en la Opinión Consultiva OC-18/03, que determina que “pueden establecerse distinciones basadas en desigualdades de hecho, que constituyen un instrumento para la protección de quienes deban ser protegidos, considerando la situación de mayor o menor debilidad o desvalimiento en que se encuentran”
. 

36. El tribunal reiteró que “el principio de derecho imperativo de protección igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos” y que “además, los Estados deben combatir prácticas discriminatorias y adoptar las medidas necesarias para asegurar una efectiva igualdad de todas las personas ante la ley”
.

37. La Comisión Interamericana nota que la gran mayoría de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos no establece el requisito de la nacionalidad para ejercer la profesión de abogado.  Por ejemplo, cabe mencionar que las leyes que regulan el ejercicio de la abogacía en Argentina, Brasil, Canadá, los Estados miembros de la Comunidad del Caribe (CARICOM), Colombia, Costa Rica, Ecuador, Estados Unidos, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela establecen requisitos tales como acreditar algún examen profesional para ingresar a la Asociación de Abogados del país o la revalidación de sus estudios en universidades reconocidas en el país donde desea laborar.  En algunos casos se establecen dos opciones para que un abogado extranjero pueda trabajar fuera de su país: la primera es la revalidación de sus estudios en una universidad nacional reconocida en el país donde desea trabajar; la segunda opción es que el país de origen tenga algún tratado internacional o consagre el principio de reciprocidad. En cambio, Chile sólo acepta abogados formados en otro país cuando hay algún tratado internacional con dicho país, es decir, descarta la posibilidad de revalidar estudios en caso de no haber reciprocidad entre Chile y el país de origen de la persona.
38. En el presente caso, la peticionaria estudió en Chile aunque debido a su nacionalidad no podrá obtener la autorización para ejercer la profesión para la que estudió.  El artículo 1º de la Ley No. 19.074 establece que serán reconocidos los estudios realizados en el extranjero por chilenos que salieron del país antes del 11 de marzo de 1990.  De la misma manera, este beneficio, según el artículo 2 de la misma ley, será aplicable a cónyuges extranjeros de chilenos cuando hayan realizado sus estudios en el extranjero.  En el caso de la peticionaria, cursó los estudios en una institución universitaria chilena para tener el conocimiento sobre el sistema legal de dicho país.
39. El Código Orgánico de Tribunales de Chile establece:
Artículo 521
El título de abogado será otorgado en audiencia pública por la Corte Suprema reunida en Tribunal Pleno, previa comprobación y declaración de que el candidato reúne los requisitos establecidos por los artículos 523 y 526.

Artículo 523

Para poder ser abogado se requiere:

1º 
Tener veinte años de edad;

2º 
Tener el grado de licenciado en Ciencias Jurídicas otorgado por una Universidad, en conformidad a la ley.

3º 
No haber sido condenado ni estar actualmente procesado por delito que merezca pena corporal, salvo que se trate de delitos contra la seguridad interior del Estado; 
4º  
Antecedentes de buena conducta. 
La Corte Suprema podrá practicar las averiguaciones que estime necesarias acerca de los antecedentes personales del postulante, y 
5º 
Haber cumplido satisfactoriamente una práctica profesional por seis meses en las corporaciones de asistencia judicial a que se refiere la Ley N 17.995, circunstancia que deberá acreditarse por el Director General de la respectiva Corporación. 
Un reglamento determinará los requisitos, forma y condiciones que deban cumplirse para que dicha práctica sea aprobada.
La obligación establecida en el No. 5 se entenderá cumplida por los postulantes que sean funcionarios o empleados del Poder Judicial o de los tribunales del trabajo, por el hecho de haber desempeñado sus funciones durante cinco años, en las primeras cinco categorías del escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría.

Artículo 526
Sólo los chilenos podrán ejercer la profesión de abogado. Lo dicho se entenderá sin perjuicio de lo que dispongan los tratados internacionales vigentes.

40. La nacionalidad se encuentra expresamente mencionada en el artículo 1º de la Convención Americana, como uno de los factores por los cuales los Estados  no pueden discriminar en el ejercicio de los derechos.  Además de esto, la Convención Americana incluye la igual protección ante la ley reconocida en el artículo 24. La Comisión Interamericana ha señalado que “las distinciones basadas en los factores mencionados explícitamente en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, están sujetas a un grado de escrutinio especialmente estricto, en virtud de lo cual los Estados deben aportar un interés particularmente importante y una justificación cabal de la distinción”
.  
41. En el derecho internacional de los derechos humanos, no toda distinción se considera discriminatoria.  Si la distinción obedece a un fin legítimo, y la medida se aplica de manera proporcional a dicho fin, no puede hablarse de discriminación.  Toda vez que la nacionalidad es uno de los criterios prohibidos en el artículo 1º de la Convención Americana, el Estado debe explicar en qué consiste el fin legítimo, y fundamentarlo en una necesidad social imperiosa que lo justifique.  En cuanto a la proporcionalidad, el Estado debe utilizar el medio menos restrictivo posible para lograr el fin de que se trate.  En el presente caso, el Estado chileno se remitió al artículo 62 de la Ley N( 4409 sobre el Colegio de Abogados, antecedente inmediato del artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales, que fue adoptado por las siguientes razones consideradas de interés nacional: la represión y castigo del ejercicio ilegal de la profesión de abogado, mejoramiento del ejercicio de la profesión y evitar que los abogados chilenos sufran la competencia de los extranjeros. 
 
42. Respecto a la primera parte de la explicación del Estado, la Comisión Interamericana considera que pueden aplicarse métodos menos gravosos y discriminatorios como lo son la revalidación de estudios o la práctica de un examen de conocimientos.  De esta manera, sólo podrían ejercer en el país los abogados que tuvieran pleno conocimiento de la legislación chilena, sin importar su nacionalidad.  Bajo esta misma línea, no es congruente que un chileno que hubiera estudiado derecho en el extranjero, con una legislación distinta, pueda ejercer su profesión en Chile mientras que no se permite hacerlo a un extranjero que sí ha estudiado en dicho país.  En el caso concreto de la señora Barbería Miranda, ella demostró tener el conocimiento necesario para ejercer esta profesión, pues completó su carrera de derecho en una universidad reconocida por el Estado.  En cuanto al mejoramiento del ejercicio de la profesión, la CIDH no encuentra que pueda aplicarse al caso de la peticionaria, debido a que cursó la totalidad de los estudios de abogacía en Chile y en virtud de ello estaría, en principio, en condiciones de idoneidad por lo menos iguales a las de cualquier otro abogado chileno que hubiera completado el mismo programa de estudios.  Por otro lado, aunque la peticionaria estuviera en competencia con sus colegas chilenos, la CIDH considera que este no es un fundamento legítimo para que sea discriminada por su nacionalidad.  Los parámetros de respeto del derecho a la igualdad ante la ley y prohibición de discriminación exigen que este tipo de medidas restrictivas obedezcan a una necesidad social imperiosa, lo que claramente no se da en la situación de proteger a los abogados chilenos de la competencia de sus colegas extranjeros. 
43. A este respecto, la Comisión Interamericana observa que el Estado chileno no ha justificado un fin legítimo para tal medida y mucho menos su proporcionalidad para lograrlo.  En efecto, sus alegatos se limitan a responsabilizar a la señora Barbería Miranda por desconocer la ley que establecía las restricciones, e incluso menciona que la institución académica que la inscribió en un curso profesional tenía la obligación de conocer el referido artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales de Chile.  A contrario sensu, se observa que la imposición de los demás requisitos previstos en el artículo 523 de la misma ley chilena resultan, en principio, razonables y podrían ajustarse a los parámetros que impone la jurisprudencia del sistema interamericano en materia de igualdad ante la ley.  Ciertamente se justifican requerimientos tales como el de un examen para acreditar la idoneidad del profesional y su conocimiento específico de la legislación chilena.  El Estado, como una solución, recomendó que la peticionaria obtenga la nacionalidad chilena ya que cumple con todos los demás requisitos.  La respuesta de la peticionaria fue que no debe tener que cambiar de nacionalidad a cambio de que se le reconozca el derecho a la igualdad ante la ley y poder ejercer su profesión en el país donde reside. La Comisión Interamericana considera que esta medida sugerida por Chile no es aceptable, ya que el problema base de este caso es la discriminación por nacionalidad.  Esta medida no erradicaría la discriminación en contra de la señora Barbería Miranda, sino que la consolidaría, pues estaría obligándola  a optar por una nacionalidad distinta a la suya para después ser considerada como igual. 
44. No hay, entonces, elementos que permitan establecer en este caso un balance entre el interés legítimo de los abogados chilenos de conservar sus fuentes de trabajo y el derecho de los abogados extranjeros de ejercer la profesión en dicho país siempre que cumplan requisitos razonables de idoneidad.  Más aún considerando que al 22 de abril de 2005, había 715 extranjeros que tenían autorizaciones vigentes para ejercer la profesión de abogado en Chile, por haber convalidado estudios o haber sido habilitados para el ejercicio de la profesión
.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana concluye que en virtud de la aplicación de la norma discriminatoria del artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales a Margarita Barbería Miranda, el Estado chileno violó el derecho a la igualdad ante la ley y dejó de cumplir su obligación de respeto y garantía previstos, respectivamente, en los artículos 24 y 1(1)  de la Convención Americana. 

B.
Deber de adecuar el ordenamiento jurídico interno (Artículo 2 de la Convención Americana)

45. El artículo 2 de la Convención Americana establece que:

Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

46. Con respecto a estos requisitos, la Corte Interamericana ha afirmado:

[e]l deber general del Estado, establecido en el artículo 2 de la Convención, incluye la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas en la Convención, así como la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de dichas garantías.

47. La Corte agregó:

En el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado que ha ratificado un tratado de derechos humanos debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel cumplimiento de las obligaciones asumidas. Esta norma es universalmente aceptada, con respaldo jurisprudencial. La Convención Americana establece la obligación general de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, para garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber general del Estado Parte implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile). Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno, tal como lo requiere el artículo 2 de la Convención. Dichas medidas sólo son efectivas cuando el Estado adapta su actuación a la normativa de protección de la Convención. 

48. Con base en el análisis precedente y los antecedentes jurisprudenciales del sistema interamericano, el Estado chileno debe adecuar su derecho interno a fin de hacer efectivos los derechos y libertades de la Convención Americana.  En particular, el Estado chileno debe adoptar las medidas necesarias para suprimir el artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales y toda disposición discriminatoria que impida el ejercicio de la profesión de abogado a una persona exclusivamente por su condición de extranjera.  Cabe señalar que el Código Orgánico de Tribunales data de 1941, y que Chile ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 1990.  Al hacerlo, el Estado asumió libremente el compromiso de adecuar su legislación para estar de acuerdo con las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos que se consagran en la Convención Americana.  

49. El Estado chileno no ha cumplido con el deber de adecuar los artículos 521 y 526 del Código Orgánico de Tribunales a fin de hacer efectivo el derecho a la igualdad ante la ley y la prohibición de discriminación contenidos en el artículo 24 de la Convención Americana. Según el artículo 5 de la Constitución Política de Chile, los tratados internacionales ratificados por dicho país tienen rango constitucional, con lo que se reafirma la obligación de realizar los cambios legislativos señalados.
VI.
CONCLUSIONES 

50. La Comisión Interamericana concluye que el Estado chileno es responsable por la violación del derecho a la igualdad ante la ley en perjuicio de Margarita Barbería Miranda, contenida en el artículo 24 de la Convención Americana, como consecuencia de la aplicación a su caso de la disposición discriminatoria que le impide ejercer la profesión de abogada en Chile por la exclusiva razón de ser extranjera establecida en el artículo 2.  Como consecuencia de esta situación, el Estado ha violado igualmente en perjuicio de la víctima las obligaciones generales de respeto y garantía de todos los derechos humanos, sin discriminación alguna, contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana, así como el deber de adoptar disposiciones de derecho interno para adecuar su legislación a sus compromisos internacionales en esta materia.

VII.
RECOMENDACIONES

51. Con fundamento en el análisis y las conclusiones del presente informe,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EFECTÚA AL ESTADO CHILENO LAS SIGUIENTES RECOMENDACIONES:


1.
Que tome las medidas para la modificación de las normas de la legislación chilena que impiden a las personas el ejercicio de la profesión de abogado exclusivamente por su condición de extranjeras, en particular las contenidas en el Código Orgánico de Tribunales de Chile.
2. Que repare adecuadamente a Margarita Barbería Miranda por las violaciones establecidas en el presente informe.
3. Que se permita a Margarita Barbería Miranda ejercer como abogada en Chile en igualdad de condiciones con los demás abogados de dicho país.

VIII.
ACTUACIONES POSTERIORES AL INFORME No. 17/07
52. El 8 de marzo de 2007, durante el 127º período ordinario de sesiones, la Comisión aprobó el Informe No. 17/07, conforme al artículo 50 de la Convención Americana, el cual fue notificado al Estado de Chile el 14 de marzo de 2007, otorgándole el plazo de dos meses para que diera cumplimiento a las recomendaciones establecidas en el párrafo 51 del presente informe. 
53. El 14 de marzo de 2007, se informó a la peticionaria que la CIDH había aprobado el Informe No. 17/07 y se le solicitó que en el plazo de un mes informara sobre su posición respecto del sometimiento del caso ante la Corte Interamericana; la posición de la víctima y los fundamentos con base en los cuales consideraba que el caso debía ser remitido a la Corte.  Además se le solicitó que remitiera durante el mismo plazo los datos de la víctima; el poder que acreditara la calidad de representante de la víctima; prueba disponible adicional a la presentada durante el trámite ante la Comisión; datos de testigos y peritos que se pretendiera ofrecer a la Corte; y las pretensiones en materia de reparaciones y costas. La peticionaria envió la información solicitada en comunicación de 8 de abril de 2007. El 10 de abril de 2007, la CIDH transmitió las partes relevantes del Informe No. 17/07 a la peticionaria con carácter reservado.
54. El 15 de mayo y el 6 de junio de 2007, respectivamente, la CIDH recibió una comunicación del Estado en la que informa sobre los avances realizados respecto de las recomendaciones realizadas en el Informe No. 17/07 y, una solicitud de prórroga para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores. En esta ocasión el Estado manifestó interpretar que, de otorgarse la prórroga solicitada, se suspendería por tres meses el término establecido en el artículo 51(1) de la Convención Americana para someter el caso ante la Corte. De igual forma, el Estado expresó su renuncia expresa a interponer excepciones preliminares respecto del cumplimiento del plazo previsto en el artículo 51(1) del mencionado instrumento.   El 13 de junio de 2007, la CIDH informó al Estado de Chile que había concedido una prórroga de tres meses para el cumplimiento de las recomendaciones del Informe No. 17/07.  Adicionalmente, la CIDH solicitó al Estado que informara el 13 de julio y el 13 de agosto de 2007, acerca de los avances realizados al respecto.  El 13 de julio de 2007, la CIDH recibió el primer informe solicitado sobre los avances realizados en el cumplimiento de las recomendaciones realizadas en el Informe No. 17/07.  Esta comunicación fue enviada a la peticionaria el 3 de agosto de 2007.  El Estado presentó nuevamente información en comunicación de 14 de agosto de 2007. 
55. Posteriormente, el 27 de agosto de 2007, el Estado solicitó a la CIDH la concesión de una nueva prórroga por el plazo de tres meses para el cumplimiento de las recomendaciones del Informe No. 17/07. El Estado manifestó interpretar que, de otorgarse la prórroga solicitada, se suspendería por tres meses el término establecido en el artículo 51(1) de la Convención Americana para someter el caso ante la Corte. De igual forma, el Estado expresó su renuncia expresa a interponer excepciones preliminares respecto del cumplimiento del plazo previsto en el artículo 51(1) del mencionado instrumento.  El 4 de septiembre de 2007, la peticionaria presentó sus observaciones al informe enviado por el Estado de Chile, las cuales fueron trasladadas al Estado en comunicación de 24 de septiembre de 2007.  El 5 de septiembre de 2007, la CIDH informó al Estado de Chile que le había concedido nuevamente una prórroga por el plazo de tres meses para el cumplimiento de las recomendaciones realizadas en el Informe No. 17/07.  
56. Durante el 130 º período ordinario de sesiones de la Comisión, se celebró en la sede de la CIDH una reunión de trabajo relativa al avance de las recomendaciones efectuadas por la CIDH en el Informe No. 17/07.  El 7 de diciembre de 2007, el Estado de Chile informó a la CIDH sobre el estado del cumplimiento de las recomendaciones del anterior informe y presentó a la CIDH una nueva solicitud de prórroga, previa renuncia a alegar en el evento de que el caso se elevara al conocimiento de la Corte la excepción preliminar establecida en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.  El 12 de diciembre de 2007, la CIDH trasladó a la peticionaria la anterior comunicación del Estado y concedió una nueva prórroga de 3 meses al Estado para el cumplimiento de las recomendaciones formuladas en el Informe No. 17/07.  El 20 de febrero de 2008, el Estado informó a la Comisión sobre el avance realizado para el cumplimiento de las recomendaciones.
57. En comunicación de 6 de marzo de 2008, el Estado informó sobre el estado de cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión y solicitó una prórroga al plazo originalmente establecido, previa renuncia expresa del Estado a alegar, en el evento de que el caso se elevara al conocimiento de la Corte, la excepción preliminar establecida en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.  La CIDH concedió al Estado una prórroga de tres meses en comunicación de 14 de marzo de 2008, e informó a la peticionaria en la misma fecha de la concesión de la prórroga, así como de la comunicación enviada por el Estado el 6 de marzo de 2008.
58. En comunicaciones de 11 de abril, 13 y 15 de mayo de 2008, el Estado informó  a la CIDH sobre el estado de cumplimiento de las recomendaciones.  La primera comunicación fue transmitida a la peticionaria el 21 de mayo de 2008, con el plazo de un mes para presentar observaciones. La Comisión acusó recibo de las dos últimas en comunicación de 13 de junio de 2008. El 30 de mayo de 2008, el Estado solicitó a la CIDH la concesión de una prórroga por tres meses previa renuncia a alegar, en el evento de que el caso se elevara al conocimiento de la Corte, la excepción preliminar establecida en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH, la cual fue concedida por la Comisión el 6 de junio de 2008 por un plazo de tres meses.  En comunicación de 11 de septiembre de 2008, el Estado solicitó una prórroga adicional, previa renuncia expresa del Estado a alegar, en el evento de que el caso se elevara al conocimiento de la Corte, la excepción preliminar establecida en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH, la cual fue concedida por la CIDH en comunicación de 12 de septiembre de 2008.  La peticionaria fue informada de la concesión de esta prórroga en comunicación de 15 de septiembre de 2008.  El 22 de septiembre y el 8 de diciembre de 2008, la peticionaria informó sobre el estado de cumplimiento de las recomendaciones del Informe de la CIDH No. 17/07.  El Estado presentó una nueva comunicación de fecha 10 de octubre de 2008, la cual fue trasladada a la peticionaria el 8 de enero de 2009.
59. El 11 de diciembre de 2008, el Estado presentó una nueva comunicación a la CIDH, que fue transmitida para conocimiento a la peticionaria el 23 de febrero de 2009. El 13 de diciembre de 2008, la CIDH decidió no someter el caso a consideración de la Corte con base en su evaluación de las medidas adoptadas por el Estado, las cuales han cumplido sustancialmente con las recomendaciones emitidas. Asimismo, decidió continuar con el seguimiento de las recomendaciones cuyo cumplimiento sigue pendiente, de acuerdo a lo previsto en el artículo 51 de la Convención Americana.  El 21 de enero de 2009, la CIDH recibió una comunicación de la peticionaria que fue transmitida al Estado para conocimiento el 23 de febrero de 2008.
60. El 20 de marzo de 2009 la CIDH aprobó el Informe No. 30/09, de conformidad con el artículo 51 de la Convención Americana. El 7 de abril de 2009, la Comisión transmitió el Informe al Estado y a los peticionarios y otorgó el plazo de un mes al Estado, de conformidad con lo estipulado en el artículo 51(2) de la Convención, para que informara sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión. Cabe señalar que a la fecha de aprobación del presente informe, la Comisión no ha recibido información adicional respecto del cumplimiento de las recomendaciones.
IX. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES

A.
Con respecto a la modificación de la legislación chilena que impide a las personas el ejercicio de la profesión de abogado exclusivamente por su condición de extranjeras, en particular las contenidas en el Código Orgánico de Tribunales de Chile.

61. El 7 de diciembre de 2007, el Estado de Chile informó que se había promulgado la Ley 20.211, con lo que se había modificado el artículo 526 del Código Orgánico de los Tribunales, conforme había recomendado la CIDH en su Informe No. 17/07.  Igualmente señaló, que la Excma. Corte Suprema de Chile se encontraba elaborando la normativa reglamentaria necesaria para establecer los requisitos que los extranjeros residentes en su país deberán cumplir para obtener el título de abogado.  Con base en lo anterior, la Comisión considera que esta recomendación se encuentra plenamente cumplida por el Estado de Chile.
B.
Que se permita a Margarita Barbería Miranda ejercer como abogada en Chile en igualdad de condiciones con los demás abogados de dicho país
62. Con fecha 30 de mayo de 2008, el Estado informó que la señora Barbería Miranda prestó el juramento el 16 de mayo de 2008 ante la Corte Suprema de Chile, con lo cual quedó plenamente habilitada para el ejercicio de la profesión de abogada en dicho país.  En consecuencia, la Comisión concluye que esta recomendación se encuentra plenamente cumplida por el Estado de Chile. 
C. Que repare adecuadamente a Margarita Barbería Miranda por las violaciones establecidas en el presente informe
63. El Estado, inicialmente, reiteró en distintas ocasiones su posición de que la posibilidad de que la señora Barbería Miranda pudiera ejercer legalmente la profesión de abogada en Chile constituía per se un acto reparatorio para la peticionaria y, pidió que la CIDH solicitara a la señora Margarita Barbería Miranda que manifestara su pretensión en materia reparatoria
.  En comunicación de 4 de septiembre de 2007, la peticionaria señaló que dadas las circunstancias y los años que ha durado el proceso considera que no es suficiente reparación la aprobación de una ley que elimina la discriminación contra los abogados extranjeros en Chile.  En este sentido sostiene que la restitutio in integrum  debe incluir la reparación del perjuicio material, el cual estima en US $ 400,000, a lo cual debe agregarse el daño moral.  El 12 de octubre de 2007, se celebró en la sede de la CIDH una reunión de trabajo entre los representantes del Estado y la peticionaria a fin de evaluar el cumplimiento por parte del Estado de las recomendaciones contenidas en el Informe Nº  17/07 y, en especial, la relativa a la reparación de la señora Margarita Barbería.  
64. Posteriormente, la Comisión fue informada por el Estado en distintas oportunidades
 acerca de distintas reuniones que habían mantenido en Chile con la peticionaria, a fin de llegar a un acuerdo en materia de reparaciones.  Por su parte, la señora Margarita Barbería Miranda envió a la CIDH en comunicación de 18 de mayo de 2008, una nueva propuesta en materia de reparaciones
 . Posteriormente, la peticionaria informó
 que durante una reunión que mantuvo con los representantes del Estado, éstos le habían sugerido que sustrajera la denuncia del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos y presentara una demanda ante el Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales locales (proceso contencioso-administrativo), tal y como lo había realizado la periodista Alejandra Matus, quien fue declarada víctima de una serie de violaciones a los derechos humanos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
 y, quien recibió una reparación económica en el año 2008, tras haber presentado una demanda ante el Consejo de Defensa del Estado.  Con base en lo anterior, la Comisión concluye que no se ha dado cumplimiento a la recomendación de efectuar una reparación adecuada a la señora Margarita Barbería Miranda.
X.
CONCLUSIONES Y NOTIFICACIÓN

65. La Comisión Interamericana concluye que el Estado chileno es responsable por la violación del derecho a la igualdad ante la ley en perjuicio de Margarita Barbería Miranda, contenida en el artículo 24 de la Convención Americana, como consecuencia de la aplicación a su caso de la disposición discriminatoria que le impidió ejercer la profesión de abogada en Chile por la exclusiva razón de ser extranjera.  Como consecuencia de esta situación, el Estado  violó igualmente en perjuicio de la víctima las obligaciones generales de respeto y garantía de todos los derechos humanos, sin discriminación alguna, contenidas en el artículo 1(1) de la Convención Americana, así como el deber de adoptar disposiciones de derecho interno para adecuar su legislación a sus compromisos internacionales en esta materia, consagrado en el artículo 2 del mencionado instrumento.
66. La Comisión valora muy positivamente las acciones desplegadas por el Estado de Chile relativas al cumplimiento de las recomendaciones realizadas en el Informe No. 17/07. No obstante, a la fecha, el Estado no ha cumplido con la recomendación relativa a reparar adecuadamente a la señora Margarita Barbería Miranda por las violaciones establecidas en el anterior informe.
67. Con base en las conclusiones de hecho y de derecho expuestas en el presente informe, la CIDH decide reiterar al Estado de Chile la recomendación contenida en el párrafo 50(2) del presente informe. Asimismo, la Comisión decide hacer público este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. La Comisión, en cumplimiento de su mandato, continuará evaluando las medidas tomadas por el Estado con relación a las recomendaciones que respecto del presente caso le han sido formuladas, hasta su total cumplimiento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 18 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� El Miembro de la Comisión, el Dr. Felipe González, no participó en el análisis y la votación de este caso, de conformidad con el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión.


� La peticionaria estuvo asesorada inicialmente por su abogado Cristián Adolfo Briceño Echeverría, Coordinador del Centro de Garantías Constitucionales de la Universidad de Artes y Ciencias Sociales de Chile.  Por nota de fecha 15 de octubre de 2003, puso en conocimiento de la CIDH que había revocado el poder de dicho profesional y que asumiría personalmente el rol de peticionaria.


� Artículo 8 del Código Civil Chileno.


� El artículo 526 del Código Orgánico de Tribunales dispone que “sólo los chilenos podrán ejercer la profesión de abogado, sin perjuicio de lo que dispongan los tratados internacionales vigentes”.


� Señalado de tal  manera en las observaciones de Chile de 6 de noviembre 2003 en el punto 11.2.g  “Responsabilidad interna de la institución de enseñanza superior donde la peticionaria cursó sus estudios de leyes”.


� Certificado de Matrimonio N( 74.636.084, emitido el 28  de mayo de 2001, por el Servicio de Registro Civil e Identificación de Chile.


� Certificado de Egreso emitido por la Universidad Nacional Andrés Bello, el 12 de marzo de 2001.


� Certificado N( 0902 emitido el 5 de diciembre de 2000 por la Corporación de Asistencia Judicial San Miguel.


� Certificado de Grado Académico, emitido por la Universidad Nacional Andrés Bello el 14 de marzo de 2001.


� Dictamen  N( 194 del Fiscal Subrogante de la Corte Suprema, Carlos Meneses Pizarro, del 7 de mayo de 2001.


� Resolución  de 30 de mayo de 2001, pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones.


� Resolución del 26 de abril de 2002 de la Corte Suprema de Chile.


� Resolución de 9 de octubre de 2002 de la Primera Sala de la Corte de Apelaciones


� Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre  de 2003. Serie A No. 18, párrafo 101.


� Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre  de 2003. Serie A No. 18, párrafo 101.


� Naciones Unidas, Convención Internacional sobre la Eliminación de todas la Formas de Discriminación Racial, abierta a la firma por Resolución 2016A (XX) de 21 de diciembre de 1965.  El sistema interamericano no cuenta con un instrumento específicamente destinado a combatir la discriminación en general, pero sí con una Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, adoptada en Ciudad de Guatemala el 7 de junio de 1999.  En el preámbulo de este instrumento internacional, los Estados manifiestan su preocupación por “la discriminación de que son objeto las personas en razón de su discapacidad” y su compromiso “a eliminar la discriminación, en todas sus formas y manifestaciones, contra las personas con discapacidad”.  


� Denuncia de la peticionaria del 30 de abril, párr. 19


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 55.


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 57.


� Corte I.D.H., Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre  de 2003. Serie A No. 18, párr. 89.


�  Corte I.D.H., Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 170. 


� CIDH, Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos, 22 de octubre de 2002, Párr. 338.  En un sentido similar, al referirse a la adopción de legislación civil y penal sobre discriminación contra las mujeres, la Comisión Interamericana manifestó que “los órganos legislativos, ejecutivos y judiciales deben analizar mediante un escrutinio estricto todas las leyes, normas, practicas y políticas publicas que establezcan diferencias de trato basadas en el sexo o que puedan tener un impacto discriminatorio en los términos definidos en este informe”.  CIDH, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas, 20 de enero de 2007, Recomendación General No. 5, párr. 5, pág. 124.


� De acuerdo con lo explicado por el Estado en su escrito recibido el 7 de noviembre de 2003, fue incorporado al texto de la Ley N( 4409, por la Ley N( 6985. Posteriormente el artículo 32 de la Ley N( 7200 de 21 de julio de 1942, autorizó al Presidente de la República para refundir en un solo texto la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales de 1875 y todas las leyes que la habían modificado y complementado, texto que tendría número de ley y que se denominaría Código Orgánico de Tribunales. Para ello se dictó el Decreto Supremo del Ministerio de Justicia que apareció publicado en el Diario Oficial del 9 de Julio de 1943, que contenía el Nuevo texto del Código Orgánico de Tribunales, bajo la Ley N( 7421, cuyo artículo 526 vino a incorporar el mismo tenor que el mencionado artículo 62, que hasta hoy se conserva. 


� Comunicación estatal recibida el 28 de diciembre de 2005, pág. 7.


� Corte I.D.H., Caso “La Ultima Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros Vs. Chile), Serie C Nº 73, Sentencia de 5 de febrero de 2001, párr. 85.


� Comunicación del Estado de fecha 13 de julio y 14 de agosto de 2007.


� Comunicaciones del Estado de 6 de marzo, 11 de abril y, 13 y 16 de mayo de 2008.


� La peticionaria indica, en la comunicación de 18 de mayo de 2008, que la propuesta de reparación que presentó al Estado en el mes de marzo de 2008, consistía en: Una beca de estudios superiores para cada uno de sus tres hijos, todos en edad universitaria; una beca completa para estudios superiores, doctorado, master o diplomado en algún tema de derecho de interés de la peticionaria; una oficina amueblada; un automóvil; la suma de U.S.$ 90.000.


� Comunicación de la peticionaria de 22 de septiembre de 2008.


� Ver Informe de la CIDH No. 90/05, Caso 12.142, Alejandra Matus Acuña y Otros.





